
 

 

 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE SUCRE 

Sincelejo, dieciséis (16) de agosto de dos mil dieciséis (2016) 

 

 

SALA PRIMERA DE DECISIÓN 

Magistrado Ponente: CÉSAR ENRIQUE GÓMEZ CÁRDENAS 

 

TRÁMITE:                         CONSULTA   

PROCESO:   70-001-33-33-001-2015-00195-01. 

DEMANDANTE:  MANUEL GREGORIO HERNÁNDEZ ROSSI 

DEMANDADO: UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REARACIÓN 

INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS 

  

 

OBJETO DE LA DECISIÓN 

 

Decide la Sala sobre el GRADO JURISDICCIONAL DE CONSULTA frente al auto del 

19 de abril de 2016, proferido por el JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO DE SINCELEJO, dentro del INCIDENTE DE DESACATO promovido 

por el accionante, en la acción de tutela instaurada MANUEL GREGORIO 

HERNÁNDEZ ROSSI contra la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA 

ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A VÍCTIMAS.   

 

1. ANTECEDENTES 

 

MANUEL GREGORIO HERNÁNDEZ ROSSI interpuso acción de tutela contra la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN 

INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS, con el fin de obtener la protección de su derecho 

fundamental de petición y el debido proceso administrativo, al no haber resuelto 

oportunamente la petición presentada por el demandante de fecha 18 de diciembre 

de 2014, mediante la cual solicitaba información sobre la corrección de su registro 

víctima y la fecha probable de pago de la ayuda humanitaria. 

 

Dicha acción fue conocida y tramitada por el JUZGADO PRIMERO 

ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE SINCELEJO, quien mediante sentencia 

de 15 de septiembre de 2015, dispuso:  
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“PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición del señor MANUEL GREGORIO 

HERNÁNDEZ ROSSI  identificado con C.C No. 10.955.064, por lo expuesto en la parte 

motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO: ORDÉNASE a la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A 

LAS VÍCTIMAS, que el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la 

notificación del presente fallo de respuesta clara, precisa, de fondo y congruente al derecho 

de petición elevado por el accionante el día 18 de diciembre de 2014, informe sobre la 

corrección de su registro como víctima y proceda si aún no lo ha hecho, a informar 

oportunamente al accionante la fecha probable de pago de la ayuda humanitaria, así mismo 

informar cual es el procedimiento que debe seguir para que reciba efectivamente el pago de  

dicha ayuda, sobre la fecha de pago de la indemnización por vía administrativa por 

desplazamiento forzado. Para ello se concede un término de cuarenta y ocho (48) horas 

contadas a partir de la notificación del presente fallo. 

Igualmente de resultar procedente la indemnización administrativa que reclama el 

accionante, se le informara una fecha cierta la que deberá corresponder a un término 

oportuno y razonable en el que se entregará la indemnización (…). “ 

 

2. INCIDENTE DE DESACATO 

 

2.1. SOLICITUD
1
  

 

El  accionante, solicitó la apertura del incidente de desacato contra la Directora 

General de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y 

REPARACIÓN INTEGRAL A VÍCTIMAS, ya que no había dado cumplimiento al citado 

fallo de tutela. 

 

2.2. TRÁMITE INCIDENTAL DE DESACATO. 

 

El Juez de conocimiento, previo a dar apertura al incidente de desacato, resolvió 

requerir mediante auto del 22 de octubre de 2015 a la Directora General del ente 

accionado
2
, para que informara las acciones tendientes a dar cumplimiento al fallo de 

tutela de la referencia, posteriormente y ante el silencio guardado por la entidad 

demandada el Aquo, por medio de auto del 04 de febrero  de 2016, dio apertura 

formal del trámite incidental y corrió traslado del mismo a la Directora de 

Reparaciones Administrativas  de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA 

ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A VÍCTIMAS- MARÍA EUGENCIA MORALES 

CASTRO, por un término de 3 días
3
, persona que, enterada por un medio expedito 

del anterior auto
4
, no obstante al no haber constancia del recibido de la notificación 

el despacho de conocimiento resolvió mediante auto del 17 de febrero de 2016, 

                                                 
1 Fol. 1 a 2. 

2 Folio 13-14.  

3 Fol. 18 a 20. 

4 Se envió oficio y acta de notificación personal  folio 21 y 22.  
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extender el termino para fallar de fondo, hasta tanto se surtiera la debida notificación 

personal de la providencia que dio apertura formal a la actuación
5
.  

 

En esa oportunidad el Juez ordenó la notificación por aviso el auto de apertura 

incidental por desacato (folio 26), advirtiendo que la mencionada notificación se hizo 

efectiva el día 11 de abril de 2016, según certificación y guía de envió de la empresa 

postal 472 (folio 32), sin que se probara el cumplimiento del fallo de tutela, resolvió 

el Juez sustanciador declarar que la DIRECTORA DEL ÁREA DE REPARACIONES 

ADMINISTRATIVAS DE LA UNIDAD DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A 

LAS VICTIMAS- MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO,  incurrió en desacato por 

incumplimiento al fallo de tutela de la referencia.   

 

3. PROVIDENCIA CONSULTADA 

 

Mediante auto del 19 de abril de 2016
6
, el JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO 

ORAL DE SINCELEJO, decidió el presente incidente, en el cual sancionó a la Directora 

del ÁREA DE REPARACIONES ADMINISTRATIVAS UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A VÍCTIMAS DEL 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL - MARÍA 

EUGENIA MORALES CASTRO , con 3 días de arresto y multa equivalente a 3 salarios 

mínimos legales mensuales vigentes. 

 

Como fundamento de esa decisión, el Juez de instancia, argumentó que se encuentra 

demostrado el incumplimiento objetivo de las órdenes impartidas por el vencimiento 

del plazo otorgado en la sentencia sin entregar al accionante la respuesta ordenada, 

y la responsabilidad subjetiva, la dedujo, de la inactividad de la entidad en justificar 

el cumplimiento o la inacción de la entidad.  

 

4. CONSIDERACIONES 

 

4.1. COMPETENCIA. 

 

El inciso 2º del artículo 52 del Decreto Ley 2591 de 1991, dispone  que las sanciones 

impuestas por el juez de tutela mediante el trámite incidental de desacato, serán 

                                                 
5 Folio 24-25.  

6 Fol. 34 a 37. 
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consultadas ante el superior jerárquico, quien decidirá dentro de los tres días siguientes, 

si aquella debe revocarse o, en su defecto, confirmarse. 

 

De conformidad con lo señalado en la citada norma, esta Corporación resulta 

competente para conocer de la consulta de la sanción por desacato impuesta al 

Directora Técnica de Registro y Gestión de la Información de la UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A 

VÍCTIMAS - GLADYS CELEIDE PRADO PARDO, por el JUZGADO CUARTO 

ADMINISTRATIVO ORAL DE SINCELEJO, de quien este Tribunal, es su superior 

funcional.  

 

4.2. GENERALIDADES DEL INCIDENTE DE DESACATO EN ACCIONES DE 

TUTELA. 

 

Consagra el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991: 

 

“La persona que incumpliere una orden de un juez proferida con base en el presente 

Decreto incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y  multa 

hasta de 20 salarios mínimos mensuales, salvo que en este decreto ya se hubiere 

señalado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a 

que hubiere lugar.  

 

La sanción será impuesta por el mismo juez mediante trámite incidental   y será 

consultada al superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres días siguientes si 

debe revocarse la sanción.”   

 

Como se advierte, la norma citada consagra un trámite incidental especial que 

concluye con un auto, mismo que de ser sancionatorio, debe ser objeto de consulta, 

con el fin que el superior jerárquico revise si está correctamente impuesta la sanción; 

ello,  por cuanto el trámite de la acción de tutela es de carácter especial, preferente y 

sumario, pues persigue la protección inmediata de los derechos fundamentales, lo que 

implica además, una especial atención al principio de celeridad en este trámite 

accesorio. 

 

La Corte Constitucional, frente al desacato ha señalado que: 

 

“no es otra cosa que el incumplimiento de una orden impartida por un juez y contenida 

ya sea en una sentencia o en cualquier providencia dictada en ejercicio de sus funciones 

y con ocasión de trámite de una acción de tutela y que dicha figura jurídica se traduce en 



 
 

TRÁMITE: CONSULTA DE INCIDENTE DESACATO-TUTELA 
Radicado: 70-001-33-33-001-2015-00195-01 

Demandante: MANUEL GREGORIO HERNÁNDEZ ROSSI  
Demandado: UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS                                                                               

      

 

Tribunal Administrativo de Sucre  Página 5 de 14 

 

una “medida de carácter coercitivo y sancionatorio con que cuenta el juez de 

conocimiento de la tutela para sancionar a quien desatienda sus órdenes expedidos para 

proteger de manera efectiva derechos fundamentales”
7 

 

De conformidad con lo anterior, el Juez encargado de hacer cumplir el fallo de tutela, 

también tiene la facultad de sancionar por el desacato del mismo, sin que sea dable 

confundir una actuación (cumplimiento del fallo) con la otra (el trámite de desacato); 

en efecto, el desacato implica que el fallo de tutela no ha sido cumplido y por tanto, 

la negligencia comprobada de la persona para el cumplimiento de la decisión, desde 

el punto de vista subjetivo, por lo que no puede presumirse la responsabilidad por el 

sólo hecho del incumplimiento; en síntesis, la procedencia de la sanción por desacato 

consagrada en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, requiere que se compruebe 

que efectivamente y sin justificación válida hubo algún tipo de ‘rebeldía’ contra el 

fallo de tutela.  

 

Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia T-271 de 2015, señaló: 

 

(E)l incidente de desacato “debe entenderse como un instrumento procesal para 

garantizar plenamente el derecho constitucional a la administración de justicia del 

accionante (art. 229 C.P.), puesto que éste permite la materialización de la decisión 

emitida en sede de tutela, con lo cual no basta con que se otorgue a las personas la 

posibilidad de acudir a la tutela y que con ella se protejan sus derechos fundamentales, 

sino que existan medios que ayuden al cabal cumplimiento de la orden proferida por el 

juez constitucional”. 

 

En ese orden de ideas, para determinar si hay lugar a confirmar la sanción impuesta 

por el A-quo, es preciso un análisis minucioso de las actuaciones surtidas en el trámite 

de incidente de desacato adelantado por el Juzgado dentro del asunto de la 

referencia, advirtiéndose en tal sentido, que las actuaciones desplegadas por la Juez 

de instancia, tuvieron su génesis en la aplicación del Decreto 2591 de 1991, tanto para 

el trámite de cumplimiento consagrado en el artículo 27 de la mencionada norma, 

como para el trámite incidental por desacato establecido en el artículo 52 de la misma 

disposición.   

 

Se itera, que el trámite de cumplimiento, así como del incidente de desacato 

consagrados en los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991, tienen como finalidad 

                                                 
7 Sentencia T – 188 de 200 
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concretar de manera efectiva el cumplimiento del fallo de tutela, en aras de garantizar 

y salvaguardar los derechos fundamentales amparados con la decisión, siendo así, el 

incidente de desacato, el último recurso con el que cuenta el Juez constitucional para 

obligar al cumplimiento del fallo, máxime cuando la renuencia es persistente.  

 

Al constituirse en mecanismo idóneo por el cual es posible exigir el acatamiento pleno 

de la sentencia de tutela, su trámite debe garantizar los derechos fundamentales 

procesales de contradicción, defensa y debido proceso para ambas partes, siendo el 

trámite consagrado en el artículo 27, tal y como lo indicó en reciente 

pronunciamiento la Corte Constitucional, la herramienta con que cuenta el Juez de 

tutela, por excelencia, para lograr los fines previstos de cumplimiento del fallo
8
; 

postura que también fue adoptada por el Consejo de Estado
9
, al expresar que el 

objeto del incidente de desacato es el de verificar el cumplimiento del fallo de tutela, 

y en caso contrario, sancionar al funcionario que ha hecho caso omiso a la orden 

perentoria contenida en la parte resolutiva de la sentencia de tutela, tendiente al 

amparo de los derechos fundamentales vulnerados.  

 

El trámite a seguir previa imposición de las sanciones a que haya lugar por el presunto 

incumplimiento del fallo de tutela, en aras de alcanzar la efectividad del mismo, 

concretando y garantizando la protección debida a los derechos fundamentales al 

debido proceso y defensa de los funcionarios renuentes, fue delimitado recientemente 

por la Corte Constitucional en la sentencia C-367 del 11 de junio de 2014, al indicar 

que:  

 

“4.3.4.8. El trámite de cumplimiento sigue el procedimiento previsto en el artículo 27 

del Decreto 2591 de 1991, que otorga amplios poderes al juez de tutela para hacer 

cumplir la sentencia, valga decir, para garantizar el cumplimiento material y objetivo 

de la orden de protección de los derechos amparados. Hay tres etapas posibles en el 

procedimiento para cumplir con el fallo de tutela: (i) una vez dictado, el fallo debe 

cumplirse sin demora por la persona a la que le corresponda; (ii) si esta persona no lo 

cumpliere dentro de las 48 horas siguientes, el juez se debe dirigir al superior de esta 

persona para que haga cumplir el fallo y abra un proceso disciplinario contra ella; (iii) 

si no se cumpliere el fallo dentro de las 48 horas siguientes, el juez “ordenará abrir 

                                                 
8 Corte Constitucional, Sentencia C – 367 de 2014. “A pesar de ser una sanción, el objeto del desacato no es la sanción en sí 

misma, sino propiciar que se cumpla el fallo de tutela. Cumplir con la orden serviría para evitar la sanción, valga decir, evitar 

que se imponga el arresto y la multa previstos en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991. En la medida en que el desacato 

puede hacer que se cumpla con el fallo en comento, es un instrumento procesal que puede garantizar de manera adecuada el 

acceso a la administración de justicia”-. Al respecto igualmente consultar, Corte Constitucional, sentencias T-763 de 1998 y T- 

421 de 2003 

9 Providencia del 27 de septiembre de 2012, C.P. Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez. 
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proceso contra el superior que no hubiera procedido conforme a lo ordenado y 

adoptará directamente todas las medidas para el cabal cumplimiento del mismo”.  

 

4.3.4.9. De no cumplirse el fallo, entre otras consecuencias, la persona puede ser objeto 

del poder jurisdiccional disciplinario, que se concreta en el incidente de desacato. Este 

incidente sigue un procedimiento de cuatro etapas, a saber: (i) comunicar a la persona 

incumplida la apertura del incidente del desacato, para que pueda dar cuenta de la 

razón por la cual no ha cumplido y presente sus argumentos de defensa; (ii) practicar 

las pruebas solicitadas que sean conducentes y pertinentes para la decisión; (iii) notificar 

la providencia que resuelva el incidente; y (iv) en caso de haber lugar a ello, remitir el 

expediente en consulta al superior. Para imponer la sanción se debe demostrar la 

responsabilidad subjetiva del sancionado en el incumplimiento del fallo, valga decir, 

que éste es atribuible, en virtud de un vínculo de causalidad, a su culpa o dolo”. 

 

Por su parte y en cuanto a la interpretación del incidente de desacato, el Consejo de 

Estado - Sección Quinta, se ha pronunciado así:  

 

“Entonces, el incidente de desacato es el instrumento procesal creado por el legislador 

para que, de un lado, sea eficaz la orden impartida por el juez de tutela y, de otro, sean 

efectivos los derechos fundamentales que se protegen y garantizan en la Constitución”.  

 

/…/ la Corte Constitucional ha dejado en claro que, en el incidente de desacato, el 

demandado goza de las garantías propias de los procesos sancionadores, por lo que sólo 

puede ser sancionado si se adelanta el trámite conforme al proceso debido, se reprochan 

conductas culpables y se impone el correctivo señalado en la ley (artículo 29 de la 

Constitución). Así, esa Corporación distingue dos tipos de responsabilidad: de un lado, 

la objetiva del incumplimiento y, de otro, la subjetiva del obligado a cumplir con la 

orden judicial, a quien sólo podrá repróchasele la negligencia, omisión injustificada e 

impericia en el cumplimiento del fallo. (…) 

 

En este orden de ideas, el juez que conoce del incidente de desacato no puede agotar su 

análisis en el hecho objetivo del cumplimiento o incumplimiento, sino que, para imponer 

la correspondiente sanción, debe valorar los motivos y las circunstancias que precedieron 

al incumplimiento. De hecho, constituye un principio general del derecho el que nadie 

está obligado a lo imposible, por lo que no puede ser sancionado quien incumpliere una 

orden de tutela por hechos totalmente ajenos a su voluntad. 

 

Así las cosas, la Sala precisa dos aspectos: 

 

El primero: que el incumplimiento del fallo no necesariamente implica la sanción por 

desacato, pues el incumplimiento consiste en una conducta que, desde el punto de vista 

objetivo, es diáfana en establecer que el fallo de tutela no ha sido cumplido. Y, desde el 

punto de vista subjetivo, el desacato se presenta cuando quien ha dado lugar a ese 

incumplimiento y a quien está dirigido el mandato judicial no ha sido diligente en el 

cumplimiento.  

 

El segundo, que en el incidente de desacato no pueden resolverse nuevas situaciones 

jurídicas que no fueron planteadas en instancia, pues ese trámite se limita a definir si se 

cumplió o no con lo ordenado en el fallo de tutela. De igual modo, quién está obligado 

a cumplir con el fallo no puede aducir nuevos hechos para sustraerse de su cumplimiento, 

pues el momento procesal para hacerlo era el trámite de tutela. En consecuencia, el marco 
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de competencia del juez que tramita el desacato está definido con la orden judicial que 

se produjo para amparar los derechos fundamentales de la demandante.”
10

 

 

En virtud de lo anotado, se precisa, que no puede el juez constitucional que vigila el 

cumplimiento de su fallo, desbordar, en ejercicio de la potestad sancionatoria, el 

marco trazado en la providencia transcrita.  

 

Ahora bien, el articulo 16 del Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la acción de 

tutela, dispuso que, las notificaciones de  las providencias dictadas dentro del trámite 

constitucional se notificarán a las partes o intervinientes, por el medio que el juez 

considere más expedito y eficaz. 

 

Sobre el particular el H. Consejo de Estado, en la providencia del 21 de enero de 

2013, en el proceso radicado No. 05001-23-33-000-2012-00001-01, con ponencia del 

Consejero Dr. ALFONSO VARGAS RINCÓN, resolviendo una consulta frente a una 

sanción interpuesta, expresó:  

“Para que proceda la sanción, deben darse las siguientes condiciones: que exista una orden dada 

en fallo de tutela; que dicho fallo se haya notificado a la autoridad encargada de hacer cumplir 

la orden impuesta; que haya vencido el plazo sin que se cumpla la orden; y que haya contumacia 

en el cumplimiento del fallo”. 

 

Igualmente, en otro de sus pronunciamientos respecto al tema, el Máximo Tribunal 

de lo Contencioso Administrativo, dispuso: 

 

“En principio, en materia de tutela no existe una regla expresa sobre la manera cómo se 

surten las notificaciones, pues el artículo 16 del Decreto 2591 de 1991, dispone que: “Las 

providencias que se dicten se notificarán a las partes o intervinientes, por el medio que el 

juez considere más expedito y eficaz”. En virtud de ello, corresponde al Juez determinar 

cuál es el medio “más expedito y eficaz”, esto es, cuál es el medio más rápido o ágil y 

además, efectivo o eficiente para que las partes conozcan sus decisiones y puedan 

recurrirlas, en aras de la aplicación de los principios consagrados en el artículo 3° ibídem. 

De acuerdo con lo anterior, todas las providencias que se dicten en el trámite de una 

acción de tutela se deben notificar a las partes o intervinientes, por el medio que el juez 

considere más expedito y eficaz”
11
 (Subrayas de la Sala). 

 

Lo anterior impone el deber de que la notificación de las providencias judiciales sea 

hecha en debida forma a las partes interesadas en el resultado del proceso y que, 

tratándose de una sanción como en el presente asunto, deberá velarse porque 

efectivamente se notifique a la accionada y se le vincule en debida forma. 

                                                 

10 Auto de 25 de marzo de 2004, Rad. No. 15001-23-31-000-2000-0494-01(AC) C.P. Darío Quiñones Pinilla. 

11 CONSEJO DE ESTADO.  C.P. Dra. Ligia López Díaz. Radicación número 08001-23-31-000-2004-01175-02. Bogotá D.C., 12 de 

octubre de 2006.  
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4.3. CASO CONCRETO 

 

Lo primero que debe entrar a verificar la Sala, es el contenido de la orden impartida 

en el fallo de tutela, y comprobar si a la sancionada le correspondía dar cumplimiento 

a la misma, desde luego, teniendo presente que para poder sancionar por desacato 

se requiere acreditar el aspecto objetivo y subjetivo del comportamiento. 

 

Una vez analizado el sub examine, observa esta Sala de Decisión, lo siguiente: 

 

La orden impartida por el Juez de tutela, fue la siguiente: 

 

“SEGUNDO:ORDÉNASE a la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A 

LAS VÍCTIMAS, que el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la 

notificación del presente fallo de respuesta clara, precisa, de fondo y congruente al derecho 

de petición elevado por el accionante el día 18 de diciembre de 2014, informe sobre la 

corrección de su registro como víctima y proceda si aún no lo ha hecho, a informar 

oportunamente al accionante la fecha probable de pago de la ayuda humanitaria, así mismo 

informar cual es el procedimiento que debe seguir para que reciba efectivamente el pago de  

dicha ayuda, sobre la fecha de pago de la indemnización por vía administrativa por 

desplazamiento forzado. Para ello se concede un término de cuarenta y ocho (48) horas 

contadas a partir de la notificación del presente fallo” 

 

El accionante afirma que el ente accionado no ha dado cumplimiento al fallo de 

tutela, hecho este que es una negación indefinida y por ello, posee la carga de 

demostrar lo contrario quien posee la obligación de cumplir.  

 

Revisado el plenario, se puede derivar de manera razonable que a la fecha la entidad 

accionada no ha dado cumplimiento a las órdenes impartidas por el fallo que se dice 

desacatado, puesto que si bien manifestó haber dado cumplimiento a lo ordenado en 

fallo de tutela, lo cierto es que no se logró acreditar que las respuestas al escrito de 

petición hayan sido notificadas en debida forma a la parte actora, lo cual comporta 

un elemento esencial del derecho fundamental que se tuteló.  

 

Contrario a lo señalado por la incidentada, advierte la Sala que al revisar las guías de 

envío de los documentos contentivos de las respuestas al escrito de petición, aparece 

con nota de devolución al remitente, esto es, que nunca fueron entregadas al 

solicitante. 
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En efecto, manifiesta la Dra. MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO, Directora Técnica 

de Reparación de la UARIV, que mediante oficios No. 20167206138241 del 8 de abril 

de 2016 y No. 201672015708231 del 5 de mayo de 2016 se dio respuesta al derecho 

de petición elevado por el accionante, las que fueron notificadas a la dirección 

suministrada, esto es, la Calle 45#20-86 Barrio El Progreso del municipio de Sincelejo 

– Sucre. Tales oficios son vivibles a folios 47 a 50 y 51 a 54 del expediente. 

 

En la misma respuesta, la incidentada adjuntó las planillas de envío de los documentos 

antes referenciados, identificándose las guías de remisión No. RN568475706CO y la 

No. RN584270391CO, las que, una vez verificadas en el sistema proporcionado por 

la empresa Servicios Postales Nacionales S.A. –4-72-, se logró constatar que tales 

envíos habían sido devueltos
12
, por lo que nunca fueron debidamente notificados al 

peticionario. Téngase en cuenta además, que la entidad contaba, además de la 

dirección de correspondencia del peticionario, con dos (2) números de teléfono, los 

que bien pudo utilizar para hacer efectiva la ubicación del destinatario de las 

respuestas. 

 

En virtud de lo expuesto, si bien la entidad peticionada respondió la petición hecha 

por el actor, observa este Tribunal que dicha respuesta no está notificada o publicitada 

en debida forma, como quiera que no existe constancia de que esta se le haya 

comunicado, razón por lo cual la vulneración del derecho no ha cesado y por lo tanto 

se hace necesario que la entidad accionada culmine la actuación administrativa de 

manera eficiente en aras de proteger el derecho invocado, siguiendo los parámetros 

que para tal fin señala la normativa legal pertinente que rige el procedimiento 

administrativo en general
13
-
14
, aunado a esto, funge como requisito jurisprudencial de 

                                                 
12Ver: http://svc2.sipost.co/trazawebsip2/default.aspx?Buscar=RN568475706CO, y 

http://svc2.sipost.co/trazawebsip2/default.aspx?Buscar=RN584270391CO.  

13 Articulo 65 y ss. del C.P.A.C.A. 

14 Al respecto a dicho la H. Corte Constitucional “Asimismo, el derecho de petición solo se satisface cuando la persona que elevó 

la solicitud conoce la respuesta del mismo. Significa que ante la presentación de una petición, la entidad debe notificar la 

respuesta al interesado. Cabe recordar que el derecho de petición, se concreta en dos momentos sucesivos, ambos subordinados 

a la actividad administrativa del servidor que conozca de aquél. En primer lugar, se encuentra la recepción y trámite de la 

petición, que supone el contacto del ciudadano con la entidad que, en principio, examinará su solicitud y seguidamente, el 

momento de la respuesta, cuyo significado supera la simple adopción de una decisión para llevarla a conocimiento directo e 

informado del solicitante 

(…).. 

La garantía real al derecho de petición radica en cabeza de la administración una responsabilidad especial, sujeta a cada uno de 

los elementos que informan su núcleo esencial. La obligación de la entidad estatal no cesa con la simple resolución del derecho 

de petición elevado por un ciudadano, es necesario además que dicha solución remedie sin confusiones el fondo del asunto; 

que este dotada de claridad y congruencia entre lo pedido y lo resuelto; e igualmente, que su oportuna respuesta se ponga en 

conocimiento del solicitante, sin que pueda tenerse como real, una contestación falta de constancia y que sólo sea conocida por 

la persona o entidad de quien se solicita la información” Sentencia T -149 de 2013. M.P. LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ. 

(Subrayas de la Sala).  

http://svc2.sipost.co/trazawebsip2/default.aspx?Buscar=RN568475706CO
http://svc2.sipost.co/trazawebsip2/default.aspx?Buscar=RN584270391CO
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la debida respuesta a las peticiones, que esta sea puesta en conocimiento del 

peticionario
15
. 

 

Por demás, el plazo para dar respuesta al derecho de petición por el accionante de 

48 horas, se encuentra superado con creces, por lo que el incumplimiento desde el 

punto de vista objetivo, se ha configurado. 

  

Por otro lado, la responsabilidad subjetiva, para la Sala, igualmente se encuentra 

demostrada, dado que es claro que la responsabilidad en dar respuesta a las solicitudes 

relacionadas con entregas humanitarias y reparación administrativa, se encuentra 

radicada en la sancionada, como se explica a continuación. 

 

Tal como consta en la Resolución 00113 de 2015
16
 de la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL DE LAS VÍCTIMAS, la 

función de dar respuesta a los escritos de petición se encuentra delegada por la 

Directora, atendiendo las funciones asignadas de los diferentes directores que hacen 

parte de la entidad, conforme lo consagra el Decreto 4802 de 2011. 

 

En el referido acto administrativo de delegación se deja consignado en su artículo 

sexto, de lo siguiente:  

 

“ARTÍCULO SEXTO: Modificar el artículo primero de la Resolución 187 de 2013, que quedará 

así: 

 

ARTÍCULO PRIMERO: Delegar en los jefes de la Oficina Asesora Jurídica, Oficina Asesora de 

Planeación, Oficina de Tecnologías de la Información, Oficina Asesora de Comunicaciones, 

Oficina de Control Interno, Director(a) de Gestión Interinstitucional, Director(a) de Gestión 

Social y Humanitaria, Director(a) de Reparación, Director(a) de Registro y Gestión de la 

información, Director(a) de Asuntos Étnicos, Directores  Territoriales y en la Secretaria General, 

la facultad para gestionar, resolver, atender, expedir y suscribir las respuestas a las peticiones, 

quejas y requerimientos judiciales generados en el marco de una acción de tutela, y demás 

solicitudes presentadas por particulares, de conformidad con las funciones establecidas a cada 

una de las dependencias en el Decreto 4802 de 2011.”  

 

Por su parte, el artículo 21 del Decreto 4802 de 2011
17
 y la Resolución No. 00100 del 

05 de febrero de 2016, “Por la cual se modifica y adopta el Manual Específico de 

                                                 
15 Al respecto se puede consultar: CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO. ADMINISTRATIVO. SECCIÓN 

SEGUNDA. Sentencia del 02 de diciembre de 2010. CONSEJERO PONENTE: LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO REF: 

Expediente núm. 76001-23-31-000-2010-01809-01(AC) ACTOR: WILLIAM MARTINEZ CARDONA. DEMANDADO: MIN 

DEFENSA NACIONAL – EJÉRCITO NACIONAL.. 

 
16 La mencionada resolución, puede ser consultada en la página web de la entidad accionada, en el siguiente hipervínculo 

http://www.unidadvictimas.gov.co/sites/default/files/documentosbiblioteca/00113-del-24-de-febrero-2015.pdf  

17 Son funciones asignadas a este cargo, conforme el decreto ya citado: “ARTÍCULO 21 DIRECCIÓN. Son funciones de la 

Dirección de Reparación las siguientes:: 

 

http://www.unidadvictimas.gov.co/sites/default/files/documentosbiblioteca/00113-del-24-de-febrero-2015.pdf
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Funciones y de Competencias Laborales para los empleos de la Planta de Personal de 

la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas
18
”, consagran las 

funciones asignadas a la Dirección de Reparación, y entre otras, la de decidir sobre las 

solicitudes de indemnización por vía administrativa que se interpongan en su contra, 

así como lo relacionado con la implementación de los planes y programas de 

reparación individual y colectiva, cargo en cabeza de MARÍA EUGENCIA MORALES 

CASTRO
19
. 

 

Así pues, quien ostenta dicho cargo, claramente omite el cumplimiento de su función 

asignada por la entidad accionada, sin dar explicaciones de las que se deduzcan 

justificaciones de tipo logístico, técnico, económico, que imposibilitaran la 

materialización de la orden dada, de donde se infiere su actuar negligente, displicente 

e insidioso frente al cumplimiento de la decisión judicial de tutela emanada de la 

providencia que da origen al presente trámite, poniendo en entredicho no solo la 

institucionalidad del Estado colombiano, sino los derechos de las víctimas. 

 

Así las cosas es claro para la Sala que no se configura la carencia actual de objeto, tal 

como lo manifestó la incidentada en el informe presentado, razón por lo cual se 

denegará la solicitud de revocatoria de la providencia que determinó la sanción, pues 

la respuesta dada, en la actualidad no se encuentra materializada, por consiguiente la 

vulneración del derecho fundamental del accionante no ha cesado.   

 

En conclusión, para esta Colegiatura la sanción impuesta por el Juez de instancia, se 

considera adecuada, pues se impone dentro de los límites legales y atendiendo la 

gravedad de la vulneración del derecho en discusión, que se trata de la respuesta 

oportuna a las solicitudes que definen el derecho de una persona al parecer víctima 

del conflicto armado interno, no obstante, para la Sala, la sanción impuesta no es 

proporcional con el grado de incumplimiento, puesto que, si bien es cierto que aún 

no cesa la vulneración al derecho fundamental tutelado, no es menos cierto que la 

                                                 
4. Coordinar la implementación de planes, programas y proyectos encaminados a la reparación individual y colectiva, con el 

fin de promover el goce efectivo de los derechos de las víctimas, conforme a las normas que regulan la materia, prestando 

especial atención a las medidas de rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición que le correspondan a la Unidad de 

acuerdo con sus competencias. 

(…) 

7. Establecer el procedimiento que soporte la instancia de revisión de las solicitudes de indemnización por vía administrativa, 

conforme a las normas que regulan la materia 

(…).” 

18 Disposiciones que se encontraban consignadas anteriormente en la resolución No. 00185 del 16 de marzo de 2015.  

19 http://www.sigep.gov.co/directorio  

http://www.sigep.gov.co/directorio
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entidad sí ha efectuado acciones para dar cumplimiento a la orden de tutela, aunque 

de modo parcial, pues emitió los oficios No. 20167206138241 del 8 de abril de 2016 

y No. 201672015708231 del 5 de mayo de 2016, razón por lo que se hace necesario 

adecuar la sanción impuesta, dado que a juicio de esta Sala es desproporcionada 

frente al grado de incumplimiento
20

. 

 

En atención de lo anterior, la Sala dispondrá modificar el literal TERCERO de la 

providencia consultada, en lo referente a la sanción impuesta por el A quo a la Dra. 

MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO, Directora de Reparaciones de la UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A 

VÍCTIMAS, la cual quedará en un (1) día de arresto y un (1) salario mínimo legal 

mensual vigente.  

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Primera de Decisión Oral del TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE SUCRE:  

RESUELVE: 

 

PRIMERO: MODÍFIQUESE el literal TERCERO de la providencia consultada proferida 

el 19 de abril de 2016 por el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Sincelejo, 

por medio de la cual se sancionó a la Dra. MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO, 

Directora de Reparaciones de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA 

ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A VÍCTIMAS, el cual quedará así: 

 

“TERCERO: Como consecuencia de lo anterior, imponer sanción de un (1) día de arresto y multa 

de un (1) salario mínimo legal mensual vigente a la Dra. MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO, 

Directora de Reparaciones de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN 

Y REPARACIÓN INTEGRAL A VÍCTIMAS. El dinero deberá ser consignado a la cuenta de ahorro-

multas y cauciones efectivas No. 3-0070-000030-4 del Banco Agrario de Colombia, dentro de 

los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia.” 

 

CONFÍRMESE en lo demás la providencia consultada, conforme lo expuesto en la 

parte motiva de esta providencia. 

 

                                                 
20 Sobre la reducción de la sanción impuesta frente al incumplimiento parcial de la orden de tutela puede consultarse: CONSEJO 

DE ESTADO, Sección Tercera, providencia del 8 de junio del 2000, Exp. No. AC-10951, M.P. Dra. María Elena Giraldo Gómez. 
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SEGUNDO: En firme esta decisión, CANCÉLESE su radicación, ENVÍESE al despacho 

de origen para su cumplimiento, previa anotación en el Sistema Informático de 

Administración Judicial Siglo XXI. 

 

El proyecto de esta providencia fue estudiado, discutido y aprobado por la Sala en 

sesión del día de hoy, según Acta Nº 131 de la fecha. 

 

 

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

Los Magistrados, 

 

 

 

CÉSAR ENRIQUE GÓMEZ CÁRDENAS  

 

 

 

 

 

SILVIA ROSA ESCUDERO BARBOZA  


